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OTRAS VOCES

MENUDA devoción la de Yolanda Díaz  
con el Papa. Dos visitas en dos años. Confía  
en que tocar al Sumo Pontífice le traiga buena 
suerte, ahora que se acercan las elecciones 
gallegas y las encuestas pintan mal, segura-
mente porque allí todos la conocen. Del 
Vaticano salió pitando para abrir campaña  
en Ferrol. No descarto que haya aprovechado 
para pasarle también el cupón de la ONCE  
por el solideo.  

De la primera visita, en diciembre de 2021, 
salió en trance. «La conversación con el Papa 
me ha cambiado, me ha hecho pensar en el 
bien común». Interesante. ¿En qué pensaba 
antes, cuando se metió en política? Este 
segundo encuentro ha sido más ejecutivo.  
Ella y «el Santo Padre» hablaron «de los  
retos de la humanidad». «Hemos abordado  
una multiplicidad de asuntos, la pobreza 
infantil, las relaciones económicas desiguales, 
la acumulación de riqueza por parte de  
las grandes empresas, crisis ambiental, de los 
pélets [guiño y codazo], las migraciones…». 
También «de reformular las Naciones  
Unidas, los derechos humanos y todas  
las guerras en el mundo. Palestina,  
Ucrania, Yemen, todas las guerras que se 
puedan imaginar (salvo la suya con Pode-
mos)». Lástima que no haya registro de la 
charla de estos dos oráculos. Debió de  
ser estupefaciente.  

Pocas personas hay tan encantadas de 
haberse conocido. Yolanda es ministra de 
Trabajo del país con más paro de la  
Unión Europea, no sabe explicar qué  
es un ERTE, maquilla las cifras con el mismo 
esmero que su cutis (el número de «trabajado-
res fijos discontinuos» es otro misterio de 
Fátima, ya que estamos en la onda eclesiásti-
ca), pero se permite dar al mundo lecciones de 
política laboral. No ha gestionado una empre-
sa, pero quiere fijar el sueldo de los directivos 
y decidir quién entra en los consejos de 
administración. Y establecer cuánta ropa debe 
fabricar el sector textil español, porque consu-
mimos demasiada moda rápida. Lo dice una 
que no repite modelo. Pero, ojo, ella, como 
Evita Perón, se viste para sus pobres. Ahora 
llora por Argentina, mejor dicho, por los 
peronistas y sus sindicatos verticales, que 
dejaron al país con un 142% inflación y un  
40% de pobreza.  

Habla Yolanda y de su boca salen arcoiris y 
pompas de jabón, unicornios y dislates. Salen 
ricos en cohetes, fiscalidades feministas, 
infiernos madrileños y «economías horizonta-
les y desde abajo». Sale el lenguaje inclusivo 
fallido –docentes y docentas, débiles y débilas, 
tontas y tontos, autoridades y autoridadas–. Y 
salen cosas chulísimas que nos permitirán 
«vivir para pasear y para amar». Todo eso nos 
ofrece Yolanda, con su cadencia de seño de 
guardería, su falso candor y su derroche de 
empatía (un día ahogará a alguien con sus 
besos constrictor). Pero no nos engañemos. El 
resultado de su programa lo tenemos, punto 
por punto, en Venezuela, que en 25 años ha 
pasado de potencia petrolera a fábrica de 
pobreza, emigración, represión, corrupción y 
tarjetas de alimentos de esas que tanto  
gustan a Sumar y a Podemos, nuestros  
polpotitos chic. 

LA CUESTIÓN de cuál va a ser el sistema de financia-
ción de Cataluña en el futuro está, a fecha de hoy, 
abierta. Por ello es buen momento para, tomando co-
mo referencia la demanda nacionalista de cesión del 
100% de los impuestos, reflexionar sobre las implica-
ciones de una reforma que, aunque no se lleve hasta 
ese extremo, abriría una deriva confederal que podría 
ser muy costosa para la mayoría de los ciudadanos 
de las Comunidades Autónomas de régimen común. 

Aunque la propuesta de cesión del 100% de los 
impuestos se intenta justificar en términos del avan-
ce hacia una mayor autonomía fiscal, resulta obvio 
que el objetivo último no difiere del llamado «pac-
to fiscal» formulado en 1999 por Artur Mas, cuya fi-
nalidad declarada era reducir el saldo de la balanza 
fiscal de Cataluña. 

Ceder el 100% de todos los impuestos a Cataluña 
supondría un cambio radical de modelo que con-
llevaría una renuncia del Gobierno central a recau-
dar impuestos en un territorio que representa casi 
el 20% del PIB de España. Como actualmente ya no 
recauda impuestos en las Comunidades Forales, re-
sultaría que el Gobierno central habría renunciado 
a recaudar impuestos en casi el 30% más rico de su 
territorio. Esto imposibilitaría que el Gobierno cen-
tral pudiera realizar una función estabilizadora efec-
tiva y pondría en riesgo todas sus políticas, que de-
penden de la recaudación de la Hacienda central. 

Que un Gobierno central no pueda recaudar impues-
tos en una región de su país es, de hecho, una rare-
za que no ocurre en ningún otro país del mundo.  

Peor aún, si este modelo se extendiera a todas 
las CCAA (se supone que quienes lo ven lleno de 
bondades no se opondrán), resultaría que el 100% 
de los impuestos acabaría en manos de las Hacien-
das autonómicas y que la Hacienda central deja-

ría de tener recursos tri-
butarios propios, lo que 
dejaría al Estado en una 
posición de extrema de-
bilidad, sin los instrumen-
tos necesarios para ejer-
cer sus competencias cons-
titucionales, incluyendo 
la estabilización macroe-

conómica y la preservación de la cohesión social y 
territorial del país. 

Aunque no se proclame de modo expreso, el ob-
jetivo esencial de la propuesta parece ser la obten-
ción, por la puerta de atrás, de un equivalente al sis-
tema foral que permita a Cataluña aumentar sus-
tancialmente sus recursos propios a costa de redu-

cir su aportación a la solidaridad territorial y a la fi-
nanciación de los servicios comunes del Estado. Es-
to, además de desmantelar el sistema actual de fi-
nanciación de las CCAA, hará que la Comunidad de 
Madrid quede como financiadora casi exclusiva de 
la solidaridad entre comunidades y tenga que car-
gar con una parte desproporcionada del coste de 
las políticas generales del Gobierno central. En fun-
ción de las medidas que se tomen, es muy proba-
ble que CCAA que ahora son beneficiarias de la so-
lidaridad interterritorial pasen a ser contribuyen-
tes. Ante esto, ¿qué harán estas comunidades au-
tónomas? Si Madrid, por ejemplo, pidiera el mismo 
sistema que Cataluña, ¿qué argumento ético, o in-
cluso jurídico, habría para negárselo? Y si se le nie-
ga, ¿cuál podría ser la reacción de la ciudadanía? 
Abrir la vía de un nuevo tratamiento fiscal para una 
comunidad autónoma es un ejercicio de con-
secuencias imprevisibles. 

Además, la notable pérdida de recursos que ex-
perimentaría la Hacienda central pondría en cues-
tión la aportación estatal a las pensiones, el man-
tenimiento de los actuales servicios educativos y 
sanitarios y la prestación de servicios sociales en 
las regiones españolas de menor renta. Quizá el 
discreto encanto del federalismo asimétrico se vea 
muy disminuido cuando los ciudadanos per-
ciban que por esa puerta se cuelan la sanidad asi-
métrica, la educación asimétrica y otras diferen-
cias en la calidad de los servicios básicos del Es-
tado de Bienestar. 

Por otra parte, ceder la gestión de los impuestos 
a Cataluña supone, muy probablemente, iniciar el 
desmantelamiento de la actual Agencia Estatal de 
Administración Tributaria (AEAT), con la cesión a 
Cataluña y posiblemente a otras CCAA de sus me-
dios materiales y humanos. Se renunciaría así a bue-
na parte de los beneficios derivados de unas bases 
de datos unificadas y de unas normas de gestión 
uniformes en términos de eficiencia y de control del 
fraude. Podrá alegarse que sería posible arreglar lo 
anterior con la oportuna coordinación. Pero hay que 
advertir que en el mejor de los casos la coordina-
ción es costosa, supone retrasos temporales en el 
cruce de datos y muy frecuentemente está sujeta a 
limitaciones e interrupciones por motivos polí-
ticos. Cambiar un modelo que funciona por un arries-
gado salto al vacío no nos parece una buena idea. 
No queremos decir que en el funcionamiento ac-
tual de la AEAT no existan aspectos mejorables; lo 
que no creemos en absoluto es que su parcelación 
entre comunidades autónomas sea una medida 
adecuada para avanzar en la mejora deseada. 

Más allá de los problemas de gestión y proba-
blemente de aumento del fraude, si se da a Catalu-
ña la capacidad para diseñar los impuestos que se 
le cedan, es probable que se produzca una compe-
tencia fiscal con el resto de España, especialmente 
si se cede el impuesto de sociedades. En este caso 
habrá, además, un aumento de los costes de cum-

plimiento de las empresas.  
Finalmente, queremos hacer constar nuestra 

preocupación ante la deriva hacia una mayor com-
plejidad y falta de transparencia de un modelo de 
Hacienda descentralizada que ya es altamente com-
plejo. Al lado del sistema común de financiación 
tenemos ya el sistema foral vasco-navarro y el ré-
gimen especial de Canarias, a lo que ahora se aña-
diría una nueva modalidad de modelos de cesión 
al 100% que se negociarían bilateralmente con los 
territorios que lo soliciten. Iniciar este proceso su-
pondría un grave riesgo de quiebra del principio 
de igualdad en materia tributaria y de finan-
ciación autonómica que abriría (aún más) la puer-
ta a la existencia de privilegios económicos y fis-
cales para ciertas regiones. En un sentido muy re-
al, estaríamos emprendiendo el camino de vuelta 
hacia la España de los reinos de taifas. ¿Es eso real-
mente lo que queremos? 
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